Democracia bajo presión en los Andes
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En la década de 1980 se inició el más reciente ciclo democrático en la región andina. El proceso no es uniforme en su punto de partida, pero con el paso de los años las experiencias de algunos de esos países —Bolivia, Ecuador, Perú, en cierto modo Venezuela— han adquirido rasgos comunes: en todos ellos se teme, hoy, un agotamiento del ensayo democrático bajo el peso de impulsos autoritarios, protestas desbordantes, conflictividad persistente, corrupción proliferante y unos sistemas de representación política desbaratados.

En los últimos años el peligro de la inestabilidad se ha hecho evidente no solo para el analista político, sino también para cualquier observador enterado. Venezuela, Ecuador y Bolivia han experimentado en ese lapso convulsiones sociales que han obligado a cambios de gobierno o al menos a reelaborar los arreglos políticos para mantener el régimen. Perú, por su parte, es escenario de un creciente malestar social que a menudo desemboca en episodios de violencia colectiva. Colombia, aunque es tradicionalmente más estable que las otras naciones de la región, sobrelleva la carga de un conflicto de varias décadas que, combinado con el narcotráfico, impide hablar de una vida política saneada en ese país. Ese conjunto de circunstancias ha suscitado, ya, en círculos políticos y académicos de Estados Unidos, la alarma sobre un derrumbe de la democracia en la subregión.

Conviene distinguir situaciones y procesos. En Venezuela y Ecuador se observa —patente en el primer caso, latente en el segundo— un regreso de la tradicional combinación de autoritarismo y populismo. El gobierno de Hugo Chávez ha avanzado ya considerablemente en esa dirección, ayudado por los ingentes recursos públicos derivados de los altos precios del petróleo. Como Chávez, el presidente de Ecuador, Lucio Gutiérrez, es un ex militar que estuvo preso por su participación en un golpe de Estado y que, en 2003, pasó de la cárcel al palacio de gobierno vía elecciones apoyado en una compleja alianza.
 Desde fines de 2004 —cuando reemplazó a 27 de los 31 jueces supremos con magistrados dóciles al gobierno— la advertencia de un giro autoritario ha venido creciendo, igual que la beligerancia de la oposición en las calles.

El caso de Bolivia es algo distinto. El presidente Carlos Mesa no llegó al gobierno mediante elecciones, sino en accidentada sucesión tras la violenta salida de Gonzalo Sánchez de Lozada en octubre de 2003. El detonante de esa salida y de las turbulentas protestas que la determinaron fue el descontento por la negociación del comercio de gas. Pero el gas no es el único foco de conflicto en la Bolivia de hoy. Hay que sumar a este el reclamo de revertir la privatización del servicio de energía eléctrica,
 la demanda de autonomía regional de la poderosa Santa Cruz, las protestas de la población cocalera contra la política de erradicación e, igual que en Ecuador, un elemento que hilvana y galvaniza varias de esas protestas: el movimiento indígena vigorizado por líderes hábiles y de agendas rígidas como el representante cocalero Evo Morales —segundo en la votación presidencial en las elecciones de 2002— y el katarista radical Felipe Quispe,
 hoy vocero de la demanda de autonomía de Potosí.

La situación peruana —una transición a la democracia luego del autoritarismo y la corrupción de la década de 1990— está lejos de ser tan crítica por el momento. Hoy son muy aisladas y débiles las voces que piden un cambio de gobierno anticipado. Sin embargo, es válido dudar sobre el futuro de la consolidación democrática
 cuando se observa, por un lado, la precariedad de la oferta electoral para el año 2006, y por otro, la creciente conflictividad y el desafío violento a la autoridad y las decisiones del Estado. El problema, ya clásico, de la gobernabilidad vuelve a tener sentido en un país en el que el gobierno, por desprestigio y debilidad interna, no puede desarrollar políticas públicas significativas mientras que el 54 por ciento de la población vive en la pobreza y el 27 por ciento de ella, en la miseria. En tales circunstancias, la política local, regional y hasta nacional resulta presa de una suerte de inversión fetichista y es colonizada por líderes que hacen del radicalismo y la violencia —es decir, los medios, si bien repudiables— el objeto mismo de su presencia pública en lugar de los fines o demandas sociales concretos, que resultan secundarios en su actividad política.

Las principales explicaciones de este agotamiento oscilan entre dos enfoques —el de la ciencia política y el de la sociología política— que, en rigor, son complementarios y parten de un reconocimiento común: en gran medida, y sobre todo en los casos de Ecuador y Bolivia, la crisis presente es una crisis de democratización. Esto quiere decir que la perturbación de hoy es posible porque en los últimos 25 años las sociedades andinas se han vuelto más incluyentes y han reconocido voz pública a sectores —indígenas, trabajadores no sindicalizados, mujeres, víctimas de regímenes autoritarios— que antes eran o plenamente ignorados o reprimidos a sangre y fuego.

Reconocido esto, desde la óptica de la ciencia política asistimos a la extenuación de un régimen que puede ser descrito a partir de una lógica de acuerdos
 o como una democracia pactada.
 Prevaleciente en Ecuador y Bolivia, ese modelo hizo posible la gobernabilidad, ciertos avances en la construcción de instituciones y, sobre todo, una notable continuidad de la sucesión electoral. El precio de ello fue, como se comprueba hoy, una nueva concentración elitista del poder, tolerable durante la transición y la fase temprana de la consolidación democrática, pero insostenible a la hora de representar nuevos intereses demasiado dispersos o renuentes a la lógica de los pactos.

La mecánica electoral y las insuficiencias de los partidos políticos son solamente una cara de la luna. En la otra cara se hallan dos preguntas básicas: ¿por qué en dos décadas y media el sistema político no ha generado canales de representación aceptables para la población y las demandas que iban conquistando paulatinamente visibilidad pública? ¿qué elemento de esas demandas las convierte en reacias a toda transacción, es decir, a ser asimiladas por el sistema existente?

El Perú puede ser, por desgracia, un excelente campo para la exploración sociológica de esas dos preguntas. Concluida una década de autoritarismo y dos décadas de violencia, la exclusión y la desigualdad no dan señales de atenuarse y los síndromes de posguerra,
 proscritos del lenguaje público por las élites, se manifiestan ruidosamente en la forma de una aguda conflictividad y un radicalismo que excluyen toda forma de diálogo para hacer de la política una lucha «hasta las últimas consecuencias».
 Como en Ecuador, como en Bolivia, los políticos oficiales se quedan estupefactos ante las voces de los nuevos convidados a la mesa, se muestran reticentes a reconocer sus limitaciones y carencias,  y sobreviven deambulando al borde del absurdo, como una tropilla de personajes en busca de autor.
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� Instituto de Democracia y Derechos Humanos de la Pontificia Universidad Católica del Perú (IDEHPUCP).


� Se excluye de estos comentarios un caso reciente de aguda inestabilidad como fue la crisis política argentina del año 2002 tras el agotamiento del modelo económico de «convertibilidad», desarrollado por el ex presidente Carlos Menem durante la década de 1990.


� Véase Shifter, Michael. «Breakdown in the Andes». Foreign Affairs, vol. 83, n.º 5, sept.-oct. 2004, pp. 126-138 y Christman, Daniel W. y John G. Heimann. Andes 2020: A New Strategy for the Challenges of Colombia and the Region. Report of an Independent Commission Sponsored by the Council on Foreign Relations Center for Preventive Action, 2004.


� En esa alianza convergían un sector empresarial partidario de la reforma económica liberal, la influyente organización indígena Pachakuti, portadora de demandas socioeconómicas y de reconocimiento cultural, y el sector militarista. En los primeros cien días de gobierno, Lucio Gutiérrez se decidió a favor de la agenda empresarial. A los nueve meses, el sector indígena de la alianza, traicionado, se retiró de ella y la despojó, así, de una garantía básica de estabilidad.


� La protesta sobre el gas y la electricidad se apoya en un precedente de gran fuerza simbólica como fue la «guerra del agua», que impidió la privatización del servicio de agua potable en Cochabamba en 1999.


� El movimiento indigenista boliviano contemporáneo se organiza alrededor de los años setenta tomando como referencia simbólica al adalid aimara Tupac Katari, muerto por suplicio en La Paz en 1781.


� La literatura sobre transiciones políticas distingue al menos dos fases: transición, cuando se convence al actor autoritario de retirarse del gobierno, y consolidación, que es el proceso en que, al generarse instituciones durables, la democracia electoral se consolida como régimen político sostenible.


� Degregori, Carlos Iván. Ilave: desafío de la gobernabilidad, la democracia participativa y la descentralización. Cuadernos Descentralistas, n.º 13. Grupo Propuesta Ciudadana, 2004, p. 35. Véase sobre este punto, también, la exposición de Carlos Tapia en el foro de IDEHPUCP «El peligroso letargo de la democracia. Reflexiones sobre los hechos de Andahuaylas» del 28 de enero de este año disponible en <� HYPERLINK "http://www.pucp.edu.pe/idehpucp/avisos.php?id=2953" ��www.pucp.edu.pe/idehpucp/avisos.php?id=2953�>.


� Tanaka, Martín. La situación de la democracia en Bolivia, Chile y Ecuador. Serie Democracia, n.º 7. Comisión Andina de Juristas, 2004.


� Alenda, Stéphanie. «Bolivia: la erosión del pacto democrático». Ecuador Debate, n.º 62, agosto de 2004.


� Comisión de la Verdad y Reconciliación. Informe final, 2004.


� Degregori, C. I., ob. cit.
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